
El gobierno ha dicho que conversaron con las postulantes y que ellas dijeron que no estarían involucradas ni en el
caso Audio ni los chats de Whatsapp. En la foto, Jessica González, Jorge Pizarro y Mireya López. 
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En medio de la crisis que atra-
viesa el Poder Judicial, el Sena-
do, que debe resolver las acusa-
ciones constitucionales contra
tres ministros de la Corte Su-
prema —la suspendida jueza
Ángela Vivanco y sus pares
Sergio Muñoz y Jean Pierre Ma-
tus—, tiene además en sus ma-
nos la definición de tres nom-
bramientos para el máximo tri-
bunal: dos cupos de ministro y
el fiscal judicial.

Y aunque senadores del ofi-
cialismo y de la oposición no se
muestran muy convencidos res-
pecto de avanzar en estas desig-
naciones, que se votarían maña-
na, la decisión parece imperati-
va debido a que esta eventual
demora se sumaría a que próxi-
mamente habría nuevas vacan-
tes (pronto jubilará el ministro
Juan Eduardo Fuentes) y al pro-
bable éxito de al menos dos de
las acusaciones, señalan los mis-
mos legisladores.

“Estamos con vacantes de la
Corte Suprema desde noviem-
bre de 2022, que fue cuando
partió el ministro Guillermo
Silva, luego en agosto del año
pasado se retiró la fiscal judicial
Lya Cabello. En octubre, jubiló
el ministro Haroldo Brito y en
diciembre, el ministro Jorge
Dahm. Ahora, en octubre de es-
te año, se retira el ministro
Fuentes. Van a ser cuatro va-
cantes”, dijo ayer el ministro de
Justicia Luis Cordero, en con-
versación con “Mesa Central”
de Canal 13.

“La situación es especial-
mente compleja —reconoció—
(…) y por eso es tan relevante
que los procesos de nombra-
mientos se normalicen, que
avancen (...), están programa-
dos en la sala del Senado para el
martes 1 de octubre”.

Aprensiones por
eventuales chats,
aunque dijeron no
tener

Pese a esto, en los pasillos del
Senado algunos legisladores co-
mentan que tienen cierta preo-
cupación respecto de que las ac-
tuales candidatas —las minis-
tras Jessica González y Mireya

López, titulares de la Corte de
Apelaciones de Santiago— o el
candidato a fiscal judicial del
máximo tribunal —el ministro
del tribunal de alzada de Puerto
Montt, Jorge Pizarro— pudie-
ran tener, por ejemplo, conver-
saciones mediante WhatsApp
con el abogado Luis Hermosilla,

formalizado en el caso Audio, o
chats con terceros de similar na-
turaleza, que hoy tienen enfren-
tando investigaciones tanto de
la Comisión de Ética de la mis-
ma Corte Suprema como del Mi-
nisterio Público a los ministros
Vivanco y Matus, por ejemplo.

Aunque a comienzos de sep-
tiembre, cuando aún no se abría
el proceso de remoción de Vi-
vanco ni se conocían las decla-
raciones de funcionarios judi-
ciales sobre la tramitación de al-
gunas causas, el mismo Corde-

ro sostuvo: “Hemos dialogado
con cada uno de los postulantes
y han hecho referencia de que
no les afectan ninguna de estas
situaciones. Probablemente,
porque este proceso ha estado
también entre medio de todo
este debate público y, en conse-
cuencia, este es un aspecto que
hemos conversado con ellos y
nos han transmitido que no tie-
nen ninguna causal o (...) situa-
ción de conflicto de interés res-
pecto de los casos que hoy se
discuten en la prensa”.

En cuanto al posible resultado
del martes, como en ocasiones
anteriores, pues su votación del
10 de septiembre, por ejemplo,
fue pospuesta, el ambiente en el
Senado es de incertidumbre. 

Dificultades previas
para consensuar
nombres

Tanto en el oficialismo como
en la oposición dicen que el pos-
tulante a fiscal judicial sí conta-
ría con los votos para ser nom-

brado. El problema estaría con la
principal carta del Gobierno,
Jessica González, cuya postula-
ción incluso fue retirada en una
oportunidad.

El Ejecutivo no ha podido reu-
nir los 33 apoyos que requiere
para su nombramiento, y pese a
que incluyó a Mireya López
—quien era vista con buenos
ojos por la oposición—, su apro-
bación no es un hecho, pues, por
ejemplo, en la UDI y en parte de
RN se resistirían a su llegada al
máximo tribunal e, incluso, al-
gunos señalan que López no es
una carta que ellos hayan solici-
tado a cambio. Con todo, en La
Moneda siguen buscando acuer-
dos con los legisladores oposito-
res para destrabar el asunto.

De ahí que, dicen en el Sena-
do, el orden de las votaciones
podría alterar el resultado. Esto,
ya que si no se aprobara la nomi-
nación de González, que se vota
primero, podría caerse también
la de López, respecto de quien,
pese a que tienen una buena
imagen en general en la corpora-
ción, podrían restarse apoyos
oficialistas en respuesta al recha-
zo de la carta predilecta por el
Gobierno.

“Garantizarle al país
continuidad del
servicio judicial”

La votación y conversaciones
para las designaciones se dan en
un clima de cuestionamientos al
actual sistema, en cuya reforma
trabaja el Gobierno. De hecho,
el Ejecutivo comprometió un
proyecto de ley para octubre.
Ayer, el ministro Cordero ex-
presó, en ese sentido, que “he-
mos dado razones para sostener
por qué es conveniente avanzar
en estos nombramientos; la
Corte, más que nunca en estos
momentos, requiere recuperar
normalidad, y sobre todo, ga-
rantizarle al país continuidad
del servicio judicial”.

Ya se ha dado que una de las
salas de la Corte Suprema no
pueda funcionar por falta de mi-
nistros, la Laboral, en dos oca-
siones este año. Además, el se-
cretario de Estado planteó: “En
algún momento, puede generar-
se una situación muy difícil, y es
que el Pleno quede sin acuerdo
para tomar decisiones en deter-
minados tipos de casos y eso,
por cierto, afecta la continuidad
del servicio judicial”.

Gobierno y miembros de la Cámara Alta acordaron fecha, debido a las dificultades que enfrenta la Corte:

Incierta votación para cupos a la Suprema por
reticencias de senadores sobre candidaturas

En la oposición dicen que no hay convencimiento para respaldar a la principal carta del Gobierno. En el
Senado también hay dudas por los eventuales coletazos del caso Audio.
O. RODRÍGUEZ Y A. ZÚÑIGA 

SENADO
Ambas votaciones están fijadas

para el 1 de octubre. 

Varias aristas se han abierto
en los casos Audio y WhatsApp.
Una de ellas: la relación entre
jueces y abogados, surgió, por
ejemplo, en el marco de los testi-
monios de relatores (que dan
cuenta a las salas sobre los pro-
cesos judiciales) de la Corte Su-
prema a la Comisión de Ética so-
bre posibles comportamientos
anómalos de la suspendida mi-
nistra del máximo tribunal, Án-
gela Vivanco, respecto de ocho
causas tramitadas entre 2019 y
este año en la Tercera Sala, que
ella integra. 

Respecto de otros ministros,
como Antonio Ulloa, de la Corte
de Apelaciones de Santiago,
también se dio el debate por el
hecho de que los magistrados no
se inhabiliten cuando tienen cer-
canía con litigantes. Tanto él co-
mo uno de los profesionales alu-
didos, Mario Vargas, han afir-
mado que para los jueces la figu-
ra no aplica frente al abogado
que representa a su cliente. 

Las menciones a las inhabili-
dades están en el Código Orgá-
nico de Tribunales (COT) y, so-
bre ellas, el profesor de Derecho
Procesal de la U. de los Andes,
Alejandro Romero, señala que,
“efectivamente, la interpreta-

ción de las causales legales en el
proceso civil se aplica solo a las
partes en un juicio, esto es, a los
que tienen calidad de deman-
dante y al demandado, no al abo-
gado, que no es parte”. 

“Solo en el proceso penal,
donde los abogados adquieren la
calidad de parte en cuanto se
consideran como intervinientes,
podría darse una interpretación
diferente”, plantea.

A su juicio, “el tema es com-
plejo y hay que ser cautos en su
regulación, puesto que se podría
generar el incentivo de fomentar
que los jueces se consideren ami-
gos de muchos abogados y se pa-
ralice el sistema de administra-
ción de justicia”, y añade que

aquello “sería delicado” en mu-
chas comunas donde la relación
“es más estrecha”. 

Posibles causales para
litigantes

La vicedecana de pregrado de
Derecho de la U. Diego Portales,
Macarena Vargas, cree que po-
drían “extenderse algunas de
esas causales a los abogados liti-
gantes, ya que, al igual que en el
caso de los jueces, se trata de re-
laciones entre personas”. 

Sobre los magistrados, la tam-
bién procesalista dice que se po-
drían ampliar algunas causales,
“incorporando situaciones de
mayor ocurrencia en la sociedad

actual, como la pertenencia a
una organización religiosa o po-
lítica, o si el juez ha manifestado
comentarios referidos al caso o
en casos similares”.

Romero sostiene que “es nece-
sario confiar en la rectitud de
nuestros jueces”, pero estima
que se deben regular los casos de
conflictos de intereses “que se
deban relevar y sobre qué con-
ductas no son admisibles, en tér-
minos de comprometer la im-
parcialidad del juzgador”.

Normas éticas y
formación de abogados

El profesor de la U. de Chile y
experto en ética profesional, Pa-

blo Fuenzalida, dice que la no
mención de relaciones de amis-
tad o profesionales puede enten-
derse como “un vacío desde el
punto de vista de la suficiencia
de las normas (…) en cuanto
guías de conducta”, aunque,
agrega, en 2022 la Corte de Con-
cepción señaló que “la imparcia-
lidad modernamente ha de en-
tenderse desde la perceptiva de
la comunidad toda, y no solo la
jurídica o constriñéndola al ex-
clusivo ámbito de los litigantes
de la causa de que se trate”.

“Haciendo eco de la jurispru-
dencia de la Corte Interamerica-
na de DD.HH., recordó que co-
rresponde al juez de la causa
brindar elementos convincentes
que permitan eliminar temores
legítimos o fundadas sospechas
de parcialidad”, comenta. Pero,
sostiene, dada la pervivencia de
resabios “que favorecen lecturas
autointeresadas en desmedro
del esperado funcionamiento de
la judicatura”, podría seguirse el
modelo del arbitraje comercial
internacional, donde “se optó

por eliminar listados de inhabili-
dades por un estándar más om-
nicomprensivo, relativo a la
existencia de ‘circunstancias que
den lugar a dudas justificadas
respecto de su imparcialidad o
independencia’”.

También recuerda el Código
Iberoamericano de Ética Judi-
cial, incorporado en un acta de la
Corte Suprema, cuyos estánda-
res de imparcialidad señalan que
debe mantener en todo el proce-
so “una equivalente distancia
con las partes y con sus aboga-
dos”, y que no deben existir reu-
niones que puedan considerarse
“injustificadas”.

Vargas recuerda que “se trata
principalmente de un problema
de cultura legal, que debería lle-
varnos a reflexionar sobre la for-
mación de los futuros abogados,
un ámbito en el que las faculta-
des de Derecho tenemos un rol
primordial que cumplir, no solo
en la enseñanza de normas y
procedimientos, sino también
de principios éticos que orienten
el ejercicio profesional”.

Expertos abordan si causales son suficientes, y plantean algunas mejoras:

Extender inhabilidades a litigantes y
análisis caso a caso son opciones para
asegurar imparcialidad de jueces

Una de las discusiones en el caso de la ministra Vivanco ha sido su cercanía con
abogados de causas vistas por su sala. Tanto ministros como litigantes han planteado
que este deber se refiere solo a las partes, pero no al defensor. 

ALEJANDRA ZÚÑIGA 

‘‘Debería
llevarnos a reflexionar
sobre la formación de
los futuros abogados,
un ámbito en el que las
facultades de Derecho
tenemos un rol
primordial”.
............................................................

MACARENA VARGAS
PROFESORA U. DIEGO PORTALES 

‘‘Se podría
generar el incentivo de
fomentar que los jueces
se consideren amigos de
muchos abogados y se
paralice el sistema de
administración de
justicia”.
.............................................................

ALEJANDRO ROMERO
PROFESOR U. DE LOS ANDES

‘‘(La Corte de
Concepción) recordó que
corresponde al juez de la
causa brindar elementos
convincentes que permitan
eliminar temores legítimos
o fundadas sospechas de
parcialidad”.
..................................................................

PABLO FUENZALIDA
PROFESOR U. DE CHILE

Los expertos advierten contra una excesiva regulación que termine impac-
tando negativamente en los tiempos de la justicia. 
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n Sistema de
designación y
propuesta del
Ejecutivo
Cordero también se refirió a

las críticas al sistema de desig-
nación de jueces —después de
los casos Audio y What-
sApps—, así como a la pro-
puesta que el Gobierno trabaja
sobre la materia y que debiera
ser presentada antes de la
primera quincena de octubre.

“En Chile, el único momento
en que una persona que desee
ser juez es evaluado, en con-
cursos de oposición y otro tipo
de evaluaciones, es cuando
ingresa a la Academia Judicial
(…), el destino de los jueces se
decide en la votación de los
plenos y eso genera incentivos a
contactos impropios. Esto es un
problema de diseño”, planteó. 

Consultado por qué el Ejecu-
tivo busca elaborar un proyec-
to, cuando existen varias pro-
puestas —Poder Judicial,
congresistas, expertos—,
sostuvo que hay un elemento
que no está y “tiene que ver con
cómo se realizan los procesos
de concursos”. Se debe “pasar a
un régimen de nombramientos
en base al mérito y la concursa-
bilidad”, precisó. 

Sobre los plazos, dijo que “las
crisis de probidad y corrupción
gatillan oportunidades”, pero
son tiempos acotados y, en este
caso, debiera resolverse “antes
del receso legislativo”.
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